¿QUIEN CAPACITÓ A QUIENES CAPACITAN? 

Por Patricia C. Dinale de  Jantus

I. EXORDIO.

A partir de un caso puntual (y personal) en el que he sido cuestionada por ofrecer mis servicios profesionales  (a titulares de servicios de comunicación audiovisual, con motivo de los concursos públicos convocados en el corriente año),  me permito explicar la importancia del trabajo del abogado especializado en la materia, fundado en las normas legales que rigen el procedimiento administrativo, el cual se apoya en la Constitución Nacional y en los principios rectores del orden natural.
Dejo expresa constancia que el presente artículo fue redactado el año pasado, pero por diversas razones, no logré que se publicara (en rigor, nadie quiso hacerlo).
Previamente, narraré los hechos. Seguido, mencionare la prueba (que obra en mi poder) y expondré, en forma concisa,  los argumentos que entiendo suficientes para repeler la acción de una funcionaria que quizás, no habría dado (de acuerdo a su perfil) con el organismo que debió nombrarla. También: los resultados obtenidos hasta el presente, por el asesoramiento que los “agentes públicos” brindarían en las localidades en las que se convoca a concurso público.

En la digresión, comentaré la labor de colegas y funcionarios/agentes a los que respeto desde siempre, por educación y porque corresponde.

Finalmente,  demostraré la franca persecución que hemos debido soportar (quienes desde siempre,  optamos por trabajar en forma independiente), por parte de quienes no tendrían más antecedentes que sus propias personas (siquiera que eso ya sería mucho)  o aún más, algún título de los que hacen “doctores”, pero no señores;  o  habrían sido designados para algún cargo en la Autoridad Federal de Servicios de Comunicación Audiovisual  pero habrían entendido que debían trabajar como “servicios” y no como “servidores”.

I. RELATO DE LOS HECHOS.

El 29 de abril de 2014, recibí una llamada telefónica de quien se identificó como Analía Pérez,  funcionaria de  la Delegación Córdoba de la AFSCA.

Me preguntó si yo era la doctora Rinaldi de Cantus (sic). Hube de corregirle mi apellido pues interpreté que el  retumbo era parecido al que produce el sonido vocalizado del mío.

Y  me expresó que su llamado tenía por objeto  corroborar si yo me había comunicado por teléfono con un radiodifusor de Córdoba, para decirle que hiciera el trámite del concurso convocado por Resolución N° 323 a través de mi estudio. En síntesis: quería informarse respecto de la denuncia que le había hecho el (nunca) mencionado radiodifusor y por tanto,  comprobar lo que le había "denunciado" por teléfono, a quien jamás  identificó durante su inquisitoria.

Le respondí, primero, que no había llamado por teléfono a persona alguna. En segundo término, que desde hace casi treinta años, soy abogada especializada en Derecho Administrativo. Y en especial, represento a empresas del interior, titulares de servicios de comunicación audiovisual, telecomunicaciones, medios gráficos, etc.  Como tal, ofrezco los servicios de mi estudio a todas las emisoras y empresas de mediáticas  del país, para su representación (unipersonales, sociedades comerciales, personas jurídicas sin fines de lucro; asimismo: personas de derecho público). 

Seguidamente, me dijo que los concursos (Resolución N° 323-AFSCA/14) los tramitaban ellos (textual) y que los diferentes expedientes eran sustanciados por profesionales que ellos mismos designaban para cada caso.  Ante esa novedad, le pedí información ya que no sabía que la AFSCA asesoraba y/o conformaba las ofertas con antelación a la presentación. También, le solicité que me expresara si estaba limitando, en modo alguno, mi derecho a trabajar en forma lícita, de acuerdo a mi capacidad y profesión. 

En ese orden, le comenté que siempre que se llama a concurso, mi estudio ofrece los servicios de asesoramiento profesional y que nunca se me había cuestionado; ése ofrecimiento lo realizo vía mail, a través de publicidad del R&TA, del Portal de Radiodifusióndata, o por correo (mailing).

En forma inmediata, replanteó su argumento: había recibido una denuncia de un radiodifusor que le había dicho que mi estudio le había ofrecido sus servicios por mail.

Frente a su contradicción, tenía esta alternativa: repreguntarle el origen de la denuncia (si era telefónica, por mail, por mensaje de paloma, etc.) o desearle un  feliz viaje (en rigor: mandarla de paseo, por decirlo en forma elegante y terminar la conversación). Opté por la último, en el entendimiento de que  podía tomarlo  bien o mal, pero no en serio, porque no es serio.

Aún así, no pude evitar una reflexión y concluir lo siguiente: parece que para esta gente (clavada a sus sillas), trabajar es un delito o por lo menos, un acto de naturaleza tan irregular como para que con él, se pueda instruir una denuncia. La presunta delegada (o vaya a saber quién) habría utilizado la línea de teléfono de un organismo público para pedirme explicaciones sobre mis actividades (tarea de inteligencia, aún cuando mediocre).  

Parece también que, estaría avocada a competir y/o generar clientes para asesorarlos (sea a través de la institución que la nombró, o de quien fueren los profesionales a quienes les asignaría los expedientes).

¿Quién es/era/será Analía Pérez para llamarme e inquirir sobre los servicios que ofrezco? ¿o para corroborar una denuncia? ¿Quién es/era el denunciante? ¿Quedó registrado el llamado telefónico del denunciante? ¿Cuál fue el mail que recibió?

¿Quién la constituyó en fiscal para investigar una actividad lícita, honesta y honorable, como lo es la de abogada que por caso, tiene una trayectoria comprobada,  así como otros colegas que habrían debido soportar años de trato absurdo, vulgar, de síntesis y disposiciones mediocres e incluso, de compulsiones rayanas con la locura?

En su caso ¿los profesionales liberales estamos constreñidos y/o debemos ser fiscalizados por un órgano político (casual) de la administración, al que nadie eligió? ¿Se trata de un caso de limitación del derecho a trabajar?

Tengo para mí que el derecho a laborar pacífica y legalmente, es extraño para algunos. Pero lo más importante son las graves consecuencias directas e indirectas que ésa aberrante postura produce a terceros, estos son, los concursantes y los titulares de servicios  quienes deben hacerse patrocinar para defender sus derechos subjetivos e intereses legítimos.  Y hasta el mero interés.  

II. PRUEBA Y ARGUMENTO.

III. I. La llamada pudo ser registrada. Con posterioridad, nos comunicamos con la delegación y nos dijeron que la señora Analía Pérez sí trabaja allí.

Dos personas de mi entorno estuvieron presentes durante la conversación.

Por si fuera poco: a la semana, durante la programación de la emisora Cadena 3, se emitió el siguiente aviso, y que también se accedía a través del link de la AFSCA con la radio:  “…La Delegación Córdoba de la Autoridad Federal de Servicios de Comunicación Audiovisual (AFSCA), informó este martes a través de un comunicado que con motivo del llamado a Concurso Público por licencias de Radio FM, Con y Sin Fines de Lucro en el interior de la provincia, los interesados en participar tienen que tener en cuenta los siguientes aspectos fundamentales:
1. Todos los trámites, gestiones y asesoramientos son absolutamente gratuitos y realizados por funcionarios y empleados del AFSCA Córdoba.
2. El único lugar habilitado de manera oficial para asesoramiento, consultas, entrega de cupones para pago de Pliegos, etc., es la sede de AFSCA Córdoba, avenida General. Paz 34 - Piso 1°, Oficina “A”, ciudad de Córdoba, de lunes a viernes de 9 a 15.
3. El valor oficial de los pliegos es: Sin Fines de Lucro, Pesos Quinientos ($500,00); Con Fines de Lucro, Peso Dos Mil Quinientos ($2.500,00).
4. El único lugar de pago oficial de los Pliegos del Concurso es el Banco de la Nación Argentina.
5. Para consultar la información referente a los Pliegos, tanto con Fines de Lucro como Sin Fines de Lucro se puede se puede acceder al siguiente link: http://www.afsca.gob.ar/pecfr/2014/R20140323.pdf.

Esta información es a los fines de evitar que la ciudadanía interesada en participar del Concurso no sea sorprendida en su buena fe, y no tenga que afrontar mayores costos ante las gestiones de terceros”.

III.II. La intención fue clarísima: coptar la mayor parte de los medios (por y para fines diversos, cuya determinación queda librada al criterio del lector), limitar el derecho de ejercer la profesión a quienes el ordenamiento les garantiza absoluta libertad, dentro de la legalidad. Esta situación ha dejado, en casi todos los supuestos analizados, a los participantes de los concursos en estado de indefensión.

En efecto, muchas personas se acercaron a las delegaciones para interiorizarse respecto de los llamados a concursos públicos para la adjudicación de licencias para la instalación, explotación y funcionamiento de emisoras de F.M.

Lo primero que se les habrían remarcado es: “…no contraten abogados, ingenieros, ni persona alguna que los representen…no hace falta…no hagan gastos…nosotros lo hacemos de manera gratuita…y además ¡te enseñamos!...”.

No es así:

1° La representación profesional es obligatoria, cuando se plantean o se debatan cuestiones jurídicas y también, para asesoramiento de los clientes (artículo 18 de la C.N. y 1° inciso f Ley N° 19.549).

2° Para los concursos públicos: el asesoramiento para la elaboración de los documentos que deben integrar la oferta, es más que esencial; cualquier error es fatal para el concursante, quien no conoce en detalle y/o no está familiarizado con los reglamentos que rigen en la especie; de hecho hubo casos en los que quienes fueron “enviados” para explicar (salvo al principio), no tenían respuestas o no pudieron ser entendidos o contestaban de manera confusa. No rige el principio del informalismo a favor del administrado (artículo 1 inciso c Ley N° 19.549).

3° En caso rechazo de la oferta: el interesado puede recurrir la resolución mediante la que se desestimó su pretensión. Por supuesto, el recurso administrativo (que en su mayor parte, se compone de argumentos y fundamentos  jurídicos y pruebas), no puede ser realizado por el encargado del “taller” (artículo 73, 74, 84 y ssgs. Decreto N° 1759/72 R.N.P.A.). Esto no se explica en los “talleres”.

4° Quienes van a revisar y calificar la oferta, no pueden saber con antelación qué presentó cada interesado, pues esto puede dar lugar a que se cruce información en desmedro de un concursante con otro (consecuente violación del principio de igualdad ante la Ley –artículo 16 de la C.N.- y de legalidad –artículos 18 y 19 de la C.N.) .   

III. III. Existen más razones por las que no es aconsejable que quien debe evaluar sea el mismo que, con carácter previo, analice la oferta (también se deja libertad al lector para enriquecer estos pobres argumentos).  Para adentrarnos en el tema, conviene hacer un poco de historia.
El “sistema” de “hágalo usted mismo, nosotros lo ayudamos”,  reconocería los siguientes antecedentes: como en la sede central del organismo, algún agente no versado en derecho, habría estado en contra de toda clase de representación, habría sugerido  la realización de talleres con el objeto que los interesados prescindieran de los profesionales, en los procedimientos concursales. La causa de esa aversión sería que, al tiempo de resolverse las impugnaciones y producido los dictámenes de evaluación en los concursos en trámite, muchas veces no podía sustentarse la calificación otorgada a cada aspecto de la oferta. Frente a esas circunstancias adversas, los oferentes oponían reclamos, recursos, denuncias y toda suerte defensas, con patrocinio jurídico. Y esto, por supuesto, incomodaba a los agentes calificadores o dictaminadores. Finalmente, la cuestión era tratada y resuelta, por el entonces Interventor y/o en sede judicial. 

En mi caso en particular,  la cuestión se tornó personal para cierta agente (que además, tiene problemas con “todo el mundo” y una muy peculiar forma de interpretar las leyes;  por supuesto: siempre en contra del administrado, y en contra del derecho). Por eso es que en general, debo acudir al instituto de la recusación. 

Dejo constancia que, siempre  hubo  respeto entre los profesionales liberales, los funcionarios y los  agentes del organismo de aplicación de la ley N° 22.285 pero no tan así con los que aplican la N° 26.522 (ex - COMFER).  
III.III. Con esos antecedentes, habrían nacido los mentados “talleres” que, evidentemente, constituyeron un medio y una forma para limitar la asistencia de letrados, ingenieros u otros.

Ante su aparición, ya en 2.012, en los mails que envié a los radiodifusores ofreciendo mis servicios profesionales, introduje en el último párrafo la siguiente leyenda: “Se debe tener en cuenta que, se trata de procedimientos concursales, en los que debe regir una estricta confidencialidad respecto de la oferta que se impetre, razón por la cual se aconseja que, quien/es no sea/n por Ud. especialmente contratado/s a los fines de un debido y correcto asesoramiento, no tomen conocimiento de los distintos aspectos que conforman la presentación. Se evitará de esta forma, intervenciones que puedan ser perjudiciales para los intereses del oferente, entre otras cosas….”.

Cuando la conducción cambió, los nuevos agentes habrían escuchado “todas las voces”, en especial, de los poquísimos que no pudieron cicatrizar las heridas que habrían provocado las críticas vertidas en las impugnaciones o las en distintas actuaciones incoadas.

Sea como fuere, las actas de Directorio demuestran el presunto fracaso del asesoramiento que habrían brindado  los encargados de los “talleres”. 
Antes de mencionarlas, conviene señalar el significado de los términos jurídicos que se utilizan cuando se determinan las consecuencias de un llamado, a saber:

· Concurso desierto: Es la declaración administrativa de cuando nadie concurre al llamado de licitación o concurso, o se cuando no hubo proponente, licitador o concursante alguno
.
· Concurso fracasado: Cuando en una licitación o concurso no se presentaron ofertas o propuestas admisibles
. 
· Concurso adjudicado: Cuando la administración pública, previo examen de las propuestas u ofertas presentadas, emite un acto por el que decide cuál de ellas es la más conveniente, y la acepta, quedando con ello simultánemente determinado el cocontratante y/o adjudicatario para ese caso
.
Pues bien, desde que se creó el AFSCA, se declararon fracasados más de cincuenta concursos públicos (hasta ahora, los convocados por Resolución N° 698-AFSCA/2012; otros) 

En más o en menos (perdón si conté mal), el resultado o proporción de altísima frustración no varía. 

Demás está decir que cientos de interesados, han hecho gastos (compra del pliego, honorarios para profesionales contables, certificaciones y legalizaciones notariales, etc.) para obtener ninguna licencia.

IV. DISGRESIÓN. 

IV. I. Durante muchísimos años he concurrido al organismo regulador de la actividad de la radiodifusión, para presentar escritos, reunirme con funcionarios y agentes para tomar conocimiento del estado de los trámites que los clientes me confían, averiguar cuestiones puntuales, realizar consultas.

Siempre he sido bien recibida,  atendida y entendida.

En los pasillos de la actual AFSCA me he encontrado con otros profesionales (abogados, ingenieros) que desde tiempo inmemorial, representan a los radiodifusores.

Tanto los profesionales “de siempre” como los funcionarios/agentes (de siempre o que ya no están), se han tratado de forma respetuosa (a pesar de que muchas veces, había razones para reproches mutuos). 

En general, se obtenían los resultados esperados en la resolución de los expedientes/causas, máxime cuando no se plateaban estupideces ya que, los intereses de los clientes, nunca lo son. A lo sumo, había que mantener la expectativa, por períodos extensos.

Desde pocos años atrás, los profesionales independientes apenas son recibidos en la Mesa de Entradas. No pueden presentarse en las oficinas del organismo para consultar sobre los diferentes trámites. Menos aún, acceder a los despachos de los funcionarios (a quienes en rigor, apenas conocen). Y menos todavía, obtener una resolución  válida, que en todos los casos, vienen precedidas de dictámenes carentes de argumentos legales y fácticos.
De suerte que, algunas veces, la comunicación es telefónica y buena. 
Sin embargo, hace un tiempo, me llamó un/a funcionario/a para preguntarme sobre un asunto en particular. Continuó inquiriendo sobre otros expedientes de empresas que represento. Le pedí que previamente, me diga sobre qué casos quería conversar ya que no estaba en el escritorio de “al lado”. No era su secretaria o abogada contratada que debía proporcionarle “al toque” la información, con la certeza y la seriedad que merece. Si bien más tarde se comunicó nuevamente (y obtuvo la información que necesitaba), lo cierto es que no era la forma o el trato correctos. Sobre todo: porque a pesar del trascurso del tiempo, no había tenido siquiera el gusto de ver/lo/la una vez. Es muy extraño observar ése tipo de comportamiento.

Esa desatención permite entrever que, para algunos, no es necesario establecer una relación profesional o personal con el otro. Solo importa el “sistema” impuesto por el “régimen” que tendría por finalidad, modificar derechos por la fuerza y hasta los valores éticos.  

Es una desconsideración rayana con la vulgaridad.
Bueno, tal vez se comprenda: lo que se mama, no se compra.
IV. II. Pese o no, el derecho existe y el respeto también.

Ocurre que tal vez, algunos creen que, por pertenecer a determinado grupo, pueden hacer lo que quieran sin haber hecho nada antes. No es así.

En efecto, antes de la aparición de  este “self made group”, cuando alguien entraba en la Administración Pública, comenzaba una carrera, es decir, desde abajo. Integraba la planta permanente. Para obtener una re-categorización, había que demostrar capacidad, disponibilidad, atención, conocimientos, hacer cursos, etc. Así se ascendía. 

Por su lado, la mayoría de los funcionarios políticos eran expertos en tal o cual materia; no eran improvisados. Y si bien  “no empezaban de abajo” sus conocimientos eran suficientes para  conducir un área cuyos empleados permanentes no era conveniente expulsar, sino prepararlos para los cambios, aprovechar sus conocimientos, sus experiencias.  Esos empleados tenían usos y actuaban por costumbres pre-establecidas de forma inmemorial, que fueron enriqueciéndose por los avances  tecnológicos, modificaciones estructurales, etc. Por eso es que, la costumbre administrativa es una fuente del derecho administrativo. Y esa costumbre, cuando es secundum legem, genera efectos.

Se presentaban o producían situaciones injustas. Pero no tanto como para perjudicar en forma directa u ostensible al empleado de carrera. La verdad es que, cuando alguno se destacaba, era recompensado con un cargo superior. Pero a su debido momento. 

Conocimientos, respeto, trabajo legítimo, serían en la actualidad, valores perimidos. Esto es inaceptable.

No se deben bajar los brazos, hay que luchar para conseguir el restablecimiento del orden para que impere la tranquilidad, la seguridad jurídica y hasta el buen gusto (otro de los valores que se desconocen actualmente).

Para ello, cada uno debe trabajar en lo que corresponde y desde su lugar, dar lo mejor. Nadie sabe todo (y algunos, ni parte).

IV. III. Todo ser humano se caracteriza porque asume, para sí, valores que actúan como principios rectores de su conducta personal, familiar y social.  

Y en este sentido, el trabajo y el estudio hacen a mi esencia personal e inciden en mi vida de forma importante, tanto para lo coyuntural como lo transcendental. Con mucho sacrificio, alegrías, penas y errores, intento cada día laborar en lo que me gusta y aprender lo que puedo, para prestar mis humildes servicios a mis semejantes y para mayor gloria de DIOS. Aún con errores, jamás con maldad o dolo.

Tengo para mí que, con el trabajo, el hombre no sólo transforma la naturaleza adaptándola a sus necesidades, sino que consigue su plenitud como ser humano y en cierto sentido hasta se convierte en más humano
 . 

No obstante, la visión del trabajo que predomina en la sociedad actual es restrictiva, y es heredera del consumismo, que reduce su concepto a verlo solo como actividad productora de bienes económicos y que luego identifica el valor del trabajo con el valor económico de su producto, fijado por el mercado. Es una visión que deriva luego en sentirse “explotado”, “absorbido” o “frustrado” por “ir a trabajar”. Lógicamente, así nadie quiere hacerlo. Y los profesionales libres que no tienen la posibilidad de realizar sus actividades de modo pacífico, son víctimas del “burn out” que los asola, como consecuencia (muchas veces) de una indebida intromisión proveniente de quienes se dedican a hacer la vida más insoportable a los demás y al conjunto.

No es así. 

En realidad: el trabajo humano diferencia tres dimensiones.

Por un lado, se trata de un espacio para el desarrollo de las potencialidades de las personas, para que a través de él pueda perfeccionar el ambiente donde vive. Una segunda dimensión lo señala como ámbito para el crecimiento cultural y moral de la sociedad y finalmente, es una tarea a través de la cual las personas obtienen lo necesario e indispensable para vivir. 

Cuándo estas tres dimensiones coinciden en la actividad que se realiza, se asiste a lo que se llama “trabajar en lo que me gusta”, “trabajar en donde lo siento como mi lugar y tarea”.

En el fondo: “… se debe tratar de ser feliz trabajando, como invitación a resituar el trabajo de cada uno, ya sea como maestro, como empleado, en una fábrica, arreglando las cosas de una casa, dando una mano como voluntario y todas las acciones que den cuenta de la actividad de cada persona, como un espacio de expresión de lo valioso que hay en cada uno, más allá d la remuneración que se reciba o no por lo que se realiza. Es animarse a vivir lo que se hace como expresión de la vocación que le da sentido a la vida, desde el servicio y la construcción de una sociedad más justa…” (Boletín de la Obra de Don Bosco en Argentina, Primavera 2014 N° 91).

Y cada persona humana está llamada a un cumplir una misión en particular. Es decir:  conforme su inclinación, nacida de lo íntimo de su naturaleza, hacia determinada actividad o género de vida. Por eso, quien ha estudiado para ejercer determinado oficio o profesión, es feliz cuando a partir de  su trabajo, despliega su potencialidad y actividad creativa.

Así, quien de acuerdo a su vocación, se ha preparado para ser abogado, ejerce su profesión en la función pública o en la función privada, conforme su área de desarrollo. El profesional no puede ser coiffeur o maitre d´hotel, salvo que además, hubiere estudiado para ello  y prefiera esas profesiones sobre la primera por la que se especializó.

Y un “coiffeur” no puede ser estar a cargo una delegación de la AFSCA, por ejemplo, o ser director de finanzas, u otros, salvo que además de estilista, se hubiere preparado (siquiera sin título universitario) para la función pública. 
A su turno: toda administración u organización (sea pública o privada), debe seleccionar su personal, de acuerdo a las necesidades de servicio. Para ello, deberá evaluar las capacidades de los postulantes y/o de aquellos a los que se quiere investir en cada función o área. 

Con las personas elegidas, se conforma la estructura de la organización. 
Y no todos pueden realizar las tareas que se les requiere. Cada uno tiene su propia capacidad, capacitación, forma de pensar, etc. 

Por ello, las organizaciones más serias utilizan herramientas para informarse y/o captar las habilidades de sus agentes y/o  para nombras en los diferentes cuadros. Esto se vincula cuestiones propias de la psicología organizacional. Un ejemplo es El instrumento de preferencias cerebrales de Herrmann (HBDI), que  es un sistema para medir y describir las preferencias del pensamiento y su impacto en nuestra actuación frente al entorno
. Este método fue desarrollado por el  líder de gestión educativa  William "Ned" Herrmann  mientras se desempeñó como directivo de General Electric  (Crotonville, Estados Unidos de Norteamérica) y sirve para seleccionar tareas específicas al personal, basado en un  tipo de medición cognitiva y a menudo comparado con otras evaluaciones psicológicas como la Myers-Briggs
, Cuestionario de orientación aprendizaje,  evaluación DISC
 y otros.

Ahora bien: ¿quién habría  seleccionado y nombrado a la presunta agente motivo de este comentario como delegada? Evidentemente, se trata de un desacierto, ya que la agente parecería tener más dotes para la SIDE  (o la anterior Secretaría de Comercio) que para la AFSCA.

Es más: ¿quien capacitó a quienes deben capacitar a los concursantes, tanto como para que la administración se haga cargo de los fracasos del sistema?

No lo sabemos, lo real es que los concursos (en gran parte, hasta el presente) se han frustrado y que los profesionales independientes, no podemos trabajar en forma pacífica.
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� Es un test de personalidad diseñado para ayudar a una persona a identificar algunas de sus preferencias personales más importantes. El indicador fue creado por Katharine Cook Briggs y su hija Isabel Briggs Myers durante la segunda guerra mundial, y los criterios utilizados responden a las teorías que Carl Gustav Jung propusiera en su trabajo Tipos psicológicos.


� DISC es un modelo teórico de análisis de comportamiento desarrollado en la década de los '40 por el Prof. William Marston (1893-1947) de la Universidad de Harvard.





